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			POLÍTICA DE AGUAS Y PLANEAMIENTO URBANÍSTICO
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			Resumen

			Tanto en Europa como en nuestro Estado, la política de aguas tiene por finalidad proteger el agua como recurso para, con ello, asegurar las necesidades humanas de suministro y el desempeño de su función en los ecosistemas naturales. Pero ninguna política pública se basta por sí misma para conseguir sus objetivos, pues es necesario articular jurídicamente su relación con otras políticas y otros sectores del ordenamiento jurídico. En este artículo se analizan las relaciones en España entre la política de aguas y el planeamiento urbanístico; en dichas relaciones (aunque presididas por el principio de coordinación y el respeto a los ámbitos competenciales de todos los niveles de poder territorial del Estado), el principio constitucional de sostenibilidad, la política de aguas de la UE y la puesta en valor del urbanismo ecosistémico inclinan doctrinal y jurisprudencialmente el punto de equilibrio hacia la prevalencia (con matices y límites competenciales) de los instrumentos jurídicos en los que se plasma la política de aguas.
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			WATER POLICY AND URBAN PLANNING

			Abstract

			Both in Europe and in our country, water policy aims to protect water as a resource to ensure human supply needs and the performance of its function in natural ecosystems. But no public policy is sufficient by itself to achieve its objectives, since it is necessary to legally articulate its relationship with other policies and other sectors of the legal system. This article analyses the relationships in Spain between water policy and urban planning; in these relationships (although presided over by the principle of coordination and respect for the areas of competence of all levels of territorial power of the State), the constitutional principle of sustainability, the EU water policy and the enhancement of ecosystemic urbanism doctrinally and jurisprudentially tilt the point of balance towards the prevalence (with nuances and competence limits) of the legal instruments in which water policy is embodied.
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			1 Consideraciones previas: de la vieja creencia en el carácter inagotable de los recursos naturales al urbanismo ecosistémico1

			Tales de Mileto, uno de los siete sabios, propuso que el agua era el principio o arché de todas las cosas naturales; [...] la Mente Divina no decidió hacer difícil ni inalcanzable todo lo que es particularmente necesario a los humanos, como sí hizo con las perlas, el oro, la plata y otros materiales preciosos que de ninguna manera son imprescindibles ni para el cuerpo ni para la naturaleza; y todo lo que es preciso para proteger la vida de los humanos, lo ha derramado en abundancia a lo largo y ancho del mundo [...], el aire [...], los rayos solares [...]. De igual modo los frutos que produce la tierra son tan abundantes que exceden lo que podríamos desear y nutren a los seres vivos de modo permanente. El agua no sólo constituye nuestra bebida, sino que presta unas considerables ventajas ya que cubre innumerables necesidades agradables por ser gratuita. (Vitruvio, 1997, pp. 192-193) 

			Estos fragmentos forman parte de una obra escrita hace más de dos mil años, dedicada al emperador Augusto, y expresan un determinado concepto del mundo y de la relación del ser humano con el medio. Se trata de un concepto formulado desde el contexto de una cultura urbana de dominación, un concepto alejado de los orígenes antropológicos naturales de la sociedad humana. Para esta milenaria cultura urbana de dominación, la naturaleza es un conjunto de elementos puesto por los dioses al servicio del ser humano; así, los rayos del sol, el aire, los frutos de la tierra, el agua –de los que habla el arquitecto romano–, y, junto con ellos, también los frutos del mar,2 aparecen como recursos inagotables; por tanto, no existen razones para limitar su aprovechamiento y su disfrute más allá de la propia capacidad del ser humano para explotarlos en satisfacción de sus necesidades o deseos.

			Esa cultura urbana de dominación y explotación de la naturaleza fue posible (sin planificación prospectiva, sin límites jurídicos y –salvo excepciones asistemáticas– sin ninguna voluntad política de racionalización o dosificación) durante milenios.

			Y así fue hasta que, ya entre el xix y el xx, poco a poco, la exponencialmente creciente presión derivada del crecimiento demográfico, de las exigencias o conveniencias económicas y de las cada vez más vastas (en alcance geográfico) y bastas (en agotamiento de recursos y en degradación del medio) posibilidades de explotación fruto del desarrollo tecnológico fueron empezando a dejarse sentir y, con ello, fueron evidenciando que la forma de entender la relación entre el ser humano y la naturaleza plasmada en el texto de Vitruvio no era posible a largo plazo.3 De esa forma, las evidencias materiales y científicas comienzan a tener efectos sobre la toma de decisiones de los poderes públicos, empiezan a aparecer medidas legislativas y actuaciones administrativas encaminadas a proteger los recursos naturales renovables, a limitar su explotación presente y a impulsar su regeneración para garantizar la continuidad del aprovechamiento en el futuro. Se tratará, primero, de actuaciones muy concretas, como las limitaciones del xix en Gran Bretaña para proteger el salmón de río (MacLeod, 1968; Huxley, 1883, pp. 11-14), o en Francia y Dinamarca, las ostras (Huxley, 1883, p. 17); y, luego, de medidas estructuradas en torno a estrategias con fines y objetivos más amplios, como los logros, en Alemania y en EE. UU., de la entonces muy reciente dasonomía en relación con la protección de los recursos forestales.4 Irán surgiendo, así, las primeras políticas públicas de sostenibilidad ambiental, políticas encaminadas a que la actividad económica y la explotación de los recursos naturales ni agoten ni degraden el propio recurso y el medio en su conjunto.

			Y el suelo también es un recurso escaso cuya mala utilización puede degradar e incluso generar efectos catastróficos sobre el recurso y sobre el medio, pues el suelo es el recurso sobre el que: 

			[...] se levantan los asentamientos humanos, sobre el que se alzan viviendas, se construyen industrias, comercios y se roturan sembrados, […] sobre el que se trazan vías de comunicación y lugares públicos de encuentro (carreteras, calles, plazas, zonas verdes...), [es un recurso] en parte destinado a sustentar transformaciones antrópicas y en parte preservado de la actividad constructiva del ser humano y destinado a sustentar el medio ambiente natural. (Bustillo Bolado, 2018a, p. 553)

			Es, en buena medida, a todo eso a lo que estamos haciendo referencia al hablar de urbanismo. En palabras de Fernández (2017, p. 22), el urbanismo es “una perspectiva global e integradora de todo lo que se refiere a la relación del hombre con el medio en el que se desenvuelve y que hace de la tierra, del suelo, su eje operativo”, y el derecho urbanístico es el conjunto de principios y normas jurídicas específicamente concebido para regular el urbanismo.

			Son variados los itinerarios discursivos que se pueden utilizar para exponer de forma didáctica y coherente la evolución histórica del urbanismo y de las normas que lo regulan (entre otros, García de Enterría y Parejo, 1981, pp. 37 y ss.; Bassols, 2002; Bustillo Bolado y Cuerno Llata, 2001). A mí, en la actualidad, me gusta explicar que, sin necesidad de hablar de fases, a partir del siglo xix se observan dos constantes y positivas columnas de avance: la importancia de la planificación y la importancia de lo ambiental.

			En cuanto a lo primero, la planificación fue poco a poco pasando de ser un fenómeno esporádico (las normas de ensanche de mediados del xix)5 a ser en la actualidad el eje sobre el que pivotan las legislaciones urbanísticas de todas y cada una de las comunidades autónomas; y de ser un fenómeno estrictamente ligado a la ciudad (nuevamente las normas de ensanche de mediados del xix) a proyectar sus efectos de ordenación sobre todo el territorio, sin excepciones, con independencia de sus características urbanas, rurales o naturales.

			Por lo que se refiere a lo segundo, durante mucho tiempo, la normativa ambiental funcionó como un mero límite externo a la actividad de planificación urbanística. Hasta las estribaciones del siglo xxi, derecho urbanístico y derecho medioambiental fueron dos ámbitos del ordenamiento jurídico bien diferenciados con algunas áreas de contacto que daban lugar desde fuera a ciertos límites ambientales sobre la discrecionalidad del planificador urbanístico, pero poco más. Ese era un concepto de urbanismo acorde con los contenidos de la hoy ya vieja Carta de Atenas de 1933 (publicada por Le Corbusier en 1942). Como ya he tenido ocasión de explicar con más detalle (Bustillo Bolado, 2018b), bajo la influencia de la vieja Carta de Atenas de 1933, la mayor parte de los Estados de nuestro entorno jurídico cultural desarrollaron un urbanismo y un derecho urbanístico cuyas (pretendidas, pero no siempre logradas) señas de identidad fueron:

			
					como parámetro, la escala humana;

					como desafío, luchar contra el caos del espacio urbano;

					como fines, mejorar las necesidades básicas de los ciudadanos conciliando en el proceso de creación de ciudad lo público y lo privado, supeditando lo segundo a lo primero; y

					como medio, la planificación, en cuanto técnica para zonificar el espacio y para ordenar el futuro de la transformación y el crecimiento del entorno urbano. 

			

			Y el descrito es el ideario al que respondió, con mayor o menor acierto, el derecho urbanístico español de la segunda mitad del siglo xx, ideario plasmado en las tres grandes leyes estatales sobre la materia (las de 1956, 1975 y 1990, y, con ellas, los textos refundidos a los que dieron lugar en 1976 y 1992), así como en las leyes autonómicas ya desde las primeras décadas en el vigente contexto constitucional de descentralización legislativa.

			Lo que define la pérdida de vigencia de este modelo urbanístico no es lo que ofrece, sino lo que le falta, pues el modelo de 1933, centrado en el orden arquitectónico y el elemento social, adolece, entre otros aspectos, de una minusvaloración del elemento medioambiental, reducido a un mero papel secundario o complementario. Esta fue una de las razones que condujo a la necesidad intelectual de revisar y actualizar el contenido de la Carta de Atenas de 1933, lo que sucedió a partir 1977, primero, con la Carta de Machu-Picchu y, luego, con la Nueva Carta de Atenas 1998, la Nueva Carta de Atenas 2003 o la Carta del Urbanismo Europeo (European Council of Spatial Planners - Conseil Européen des Urbanistes [ECTP-CEU], 2013).

			Sin embargo, durante las últimas décadas, la creciente sensibilidad nacional e internacional, a la vista de los cada vez más evidentes problemas medioambientales a que se enfrenta el género humano (cambio climático, desertización, pérdida de biodiversidad, agotamiento y salinización de acuíferos subterráneos, polución atmosférica…), ha determinado una expansión exponencial del ámbito del derecho del medioambiente, que no solo ha crecido, sino que ha ido fusionando su ADN con el de otros sectores del ordenamiento jurídico con los que antes solamente estaba en contacto.6

			Este último es el caso del derecho urbanístico (y del urbanismo), en el que el medioambiente ha pasado de ser un límite externo a formar parte del contenido esencial del concepto. En el siglo xxi, y a diferencia de lo que propugnaba el texto original de la Carta de Atenas en 1933, ni el escenario para medir una buena ordenación urbanística puede ser solo “la ciudad”, ni el parámetro para medir una buena ordenación urbanística puede ser solo “la escala humana”. La ordenación urbanística debe seguir buscando satisfacer las necesidades de los seres humanos que viven o trabajan en los espacios urbanos, pero también las necesidades de las personas que viven o trabajan en espacios rurales. Todo ello debe instrumentarse desde una valoración integral de los distintos ecosistemas (antropizados o no), y, teleológicamente, como un elemento que aspire a sumar y no a restar calidad al medio, en el contexto geográfico local, regional y universal.7

			Lo medioambiental no debe ser ya considerado como un límite para el planificador urbanístico (y mucho menos como un límite externo), sino como un fin, un principio inescindible de toda actuación urbanística. De la misma forma que en nuestro sistema constitucional no puede hablarse de un verdadero derecho de propiedad si no va ligado a su inseparable función social (art. 33.1 CE), tampoco puede hablarse de un verdadero urbanismo o de un correcto derecho urbanístico que no vaya preceptivamente orientado a conseguir un doble objetivo que solo en el corto plazo temporal puede generar tensiones dialécticas: la satisfacción de las necesidades humanas y la protección del medioambiente.8 Ello exige un uso racional de los recursos naturales –como el suelo, como el agua– tal y como pretenden el artículo 45 de nuestra Constitución y el desarrollo sostenible, principio constitucional implícito alumbrado por la STC 102/19959 (Bustillo Bolado, 2014).

			Con esta nueva concepción del urbanismo, se deja atrás una forma de entender la ciudad como una máquina (machine à habiter) respecto de la cual los seres humanos son meros operadores (operatori), y se supera con un nuevo modelo en el que se concibe la ciudad como un organismo complejo en el que el entorno físico y los seres vivos (muy especialmente los seres humanos, pero no solo ellos) forman un ecosistema, una unidad inescindible en la que todos sus elementos interactúan; e incluso más, porque entender cada ciudad como un ecosistema obliga a considerar su interrelación con el resto de los ecosistemas y, por tanto, su integración en el ecosistema global (Nicoletti, 1978, pp. 7-8; Bustillo Bolado, 2018b). La consideración holística no ya de todos y cada uno de los distintos espacios que integran el territorio, sino del conjunto de ecosistemas (no solo del urbano) y de sus interrelaciones, permite proponer un urbanismo ecosistémico que trascienda de lo meramente urbano y se proyecte sobre todo el territorio, sobre todos los ecosistemas interrelacionados en los que se desarrolla el ser humano y el resto de los seres vivos del planeta;10 una línea de tendencia, en definitiva, hacia donde apunta la cada vez más estrecha integración entre lo urbanístico y lo ambiental.11

			Manifestaciones jurídicas concretas de esa línea de tendencia son mecanismos como la necesaria evaluación ambiental estratégica de los planes urbanísticos, y principios como la supeditación (con límites competenciales) del planeamiento urbanístico a las manifestaciones jurídicas de la política de aguas.

			2 La prevalencia de la política de aguas sobre el planeamiento urbanístico en el ordenamiento español: planteamiento general

			Explicaba Sebastián Martín-Retortillo (2000, p. 27) que el Derecho es un “sistema objetivo que ordena comportamientos y resuelve conflictos, con un marcado carácter ancilar, instrumental, atendiendo determinadas políticas”. En la UE, la expresión políticas no hace referencia a conceptos etéreos o evanescentes, sino a decisiones y orientaciones cuyos contenidos se fijan en instrumentos concretos. El diseño de las políticas de la UE le corresponde al Consejo Europeo (arts. 15.1 y 16.1 del Tratado de la Unión Europea) y su finalidad es “que los avances en la integración económica vayan acompañados de progresos paralelos en otros ámbitos” (“Preámbulo” del Tratado).12

			Uno de esos ámbitos es el medioambiental. La política de medioambiente de la UE,13 cuyos orígenes se remontan a 1972, se ha ido desarrollando a lo largo de las décadas a través de sucesivos programas de acción en materia de medioambiente (PMA); el actualmente vigente es el VIII PMA,14 entró en vigor en mayo de 2022, orienta la política de la UE en la materia hasta 2030 y (siguiendo la línea del VII PM) apunta objetivos a largo plazo con fecha límite en 2050. La protección y gestión de las aguas15 forma parte del marco básico de este VIII PAM, marco básico, a su vez, construido sobre la conocida como “Directiva Marco del Agua”,16 sobre la que incide y a la que se suma la intensa labor normativa en la materia desplegada por la UE hasta nuestros días.17 Si jugáramos a sintetizar en una sola expresión toda la política de aguas de la UE en la actualidad y su proyección hasta 2050, podría recogerse en proteger el agua como recurso y asegurar las necesidades humanas de suministro y el desempeño de su función en los ecosistemas naturales. 

			Y la política de aguas plasmada hoy en la Directiva Marco del Agua y en el conjunto de normas e instrumentos europeos a los que el anterior párrafo se refiere condiciona, en gran medida, las políticas de aguas que se sigan en cada uno de los Estados miembros de la Unión y, por tanto, en España también.

			Partiendo de estos presupuestos, hablar de política de aguas en España es fundamentalmente hablar de la demanialización legal de los recursos hídricos, de la demanialización y/o protección de los terrenos a tales recursos vinculados, de la planificación hidrológica, de la administración del agua (organismos de cuenca, participación de ciudadanos y usuarios…), de las concesiones, del mercado del agua, de las obras públicas hidráulicas, de desalación y reutilización…;18 y, de entre todas ellas, muy especialmente, la primera (demanialización de los recursos hídricos) y la tercera (planificación hidrológica) son en origen, como explica Antonio Embid Irujo (1990, p. 122), las dos grandes decisiones del legislador del 1985.19

			Y todo eso está muy bien, pero solo con eso no basta, porque una verdadera política de aguas no sería posible si todos esos elementos no tuvieran conexiones jurídicas con otras políticas sectoriales; conexiones jurídicas que determinen, siempre que ello sea necesario o conveniente en términos sustantivos y posible en términos competenciales, la prevalencia de los instrumentos jurídicos de la política de aguas. 

			Uno de esos ámbitos sectoriales conexos es el urbanismo, el uso del suelo; y la conexión de la ordenación del territorio y el urbanismo con las políticas del agua no es algo meramente conveniente u oportuno, es una necesidad, un verdadero “objetivo imperativo” (Tolosa Tribiño, 2023, p. 31). ¿Los planes hidrológicos de cuenca serían verdaderamente útiles si el planificador urbanístico pudiera prever nuevos desarrollos residenciales o industriales sin tener en cuenta la disponibilidad real de recursos hídricos para abastecerlos?, ¿tendrían sentido las previsiones sobre delimitaciones de espacios de dominio público y de servidumbres y zonas de protección contenidas hoy en el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas20 (TRLA/2001) si el primer destinatario de tales prescripciones no fuera el planificador urbanístico?, ¿cómo iban a ser posibles las obras hidráulicas de interés general si sus previsiones no prevalecieran sobre las de los planes urbanísticos municipales?... Si el ordenamiento jurídico no estableciera diversos mecanismos para limitar el margen de maniobra discrecional del planificador urbanístico supeditándolo a las exigencias de los instrumentos jurídicos en que se plasma la política de aguas, esta estaría abocada al fracaso.

			Y, sin embargo, en el ordenamiento jurídico español de finales de los años ochenta todavía no estaba del todo clara la necesidad de que, dentro del ámbito competencial propio de la política de aguas, su necesaria coordinación con los instrumentos de planificación urbanística debía pasar por la prevalencia de aquella, siempre, insisto, dentro del estricto marco competencial que le resultara propio. Así, por ejemplo, a la vista de las redacciones originales del artículo 18.1.d de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas21 (LA/1985) y de los conexos artículos 75.a y 21.1 del Real Decreto 927/1988, de 29 de julio, por el que se aprueba al Reglamento de la Administración Pública del Agua y de la Planificación Hidrológica, en Desarrollo de los títulos II y III de la Ley de Aguas,22 Antonio Embid Irujo (1990, p. 145) concluía:

			Este último conjunto normativo citado es del máximo interés en cuanto es muestra de una voluntad de la legislación de aguas de no sentar, por principio, la primacía del Plan Hidrológico sobre otro plan cualquiera [no solo urbanísticos]. Estos últimos pueden primar sobre el Plan Hidrológico, pero para que ello pueda ser realidad debe necesariamente cumplirse un trámite procedimental: que informe el Consejo Nacional del Agua con independencia de la autoridad –estatal, autonómica o, incluso, municipal– que resulte competente para su aprobación.

			La necesidad de informe del Consejo aportaba, ciertamente, algo, pero, tal y como estaba configurado, no era la garantía que se necesitaba si reflexionamos desde nuestra perspectiva actual. La normativa reglamentaria que sustentaba la atinada reflexión del catedrático de Derecho Administrativo de la Universidad de Zaragoza fue derogada en 2009.23

			La complejidad de regular la relación entre política de agua y planeamiento urbanístico crece en grado sumo cuando al elemento puramente sustantivo se une el competencial, lo que implica la búsqueda del correcto equilibrio entre las competencias concurrentes desde los diversos ámbitos territoriales de poder (estatal, autonómico y local) y la necesidad de coordinación entre ellos (al respecto resulta imprescindible la referencia a la STC 227/1988).24 

			Por su parte, la UE, ya avanzada la última década del siglo xx, se vuelve plenamente consciente de que el planteamiento de Vitruvio quedó atrás, de que el agua es un recurso escaso, cada vez más escaso, y de que es necesario protegerlo de la sobreexplotación. Así se reflejan ya estas nuevas ideas en 1999, en el capítulo 3.4.3 de la Estrategia Territorial Europea (Comisión Europea, 2020).25 La visión que sustenta cada uno de los párrafos de dicho capítulo es relevante a los efectos del presente estudio, pero, muy especialmente este fragmento del párrafo 145:

			Una política de protección del agua y una gestión inteligente de los recursos hídricos se hacen indispensables. La política relativa a las aguas superficiales, y también a las aguas subterráneas, debe coordinarse con la política de desarrollo territorial. Debería ser preferible aplicar medidas preventivas, destinadas a reducir el volumen de las aguas residuales, el consumo excesivo y la contaminación de los recursos hídricos, en lugar de recurrir a medidas de reparación a posteriori de los daños causados al medio [cursiva propia]. Una apropiada planificación territorial y de uso del suelo puede ser decisiva para mejorar la calidad del agua.

			La materialización de tales contenidos, muy especialmente las palabras que he destacado en cursiva, hacen imprescindible que la preceptiva coordinación entre la política de aguas y el planeamiento urbanístico26 se organice no en pie de igualdad, sino desde la prevalencia de la primera sobre el segundo, siempre que se mueva dentro de los límites competenciales que le son propios. Esa prevalencia se ha ido construyendo a partir de 1985 y en sucesivas etapas por legislador y jurisprudencia a través de los siguientes mecanismos:

			
					La prohibición de prever desarrollos urbanísticos que excedan la capacidad (en cantidad y calidad) de abastecimiento con los recursos hídricos reales y disponibles (art. 25.4 TRLA/2001).

					La prevalencia de las previsiones de los planes hidrológicos sobre los instrumentos de ordenación urbanística (arts. 43 y 40.4 TRLA/2001).

					Mecanismos basados en la técnica de la zonificación (delimitación de los espacios integrantes del dominio público hidráulico del Estado, servidumbre para uso público, zona de policía y zona de uso preferente, servidumbre de paso para facilitar el acceso a los márgenes de los cauces públicos, planes de gestión de riesgos de inundación, el Registro de Zonas Protegidas y otros mecanismos previstos en la legislación hídrica o en otros sectores con incidencia) contenidos en el TRLA/2001, en su normativa reglamentaria de desarrollo y en otras normas sectoriales.

					Otras previsiones, como la necesidad de adaptar el planeamiento a las previsiones de los planes de obras hidráulicas de interés general (art. 127.3 TRLA/2001) o las establecidas por el legislador autonómico en su normativa sobre medioambiente, sobre urbanismo o sobre recursos hídricos.

			

			Sobre los mecanismos de los apartados c. y d., me remito al amplio tratamiento que les dediqué en 2018 (Bustillo Bolado, 2018b),27 sin que resulte ahora necesario añadir más al respecto. Sin embargo, en cuanto a los contenidos de los apartados a. y b., sí resulta oportuno un nuevo tratamiento con nuevas reflexiones que incorporen la incidencia sobre los mismos de estos últimos cinco años de desarrollo positivo, jurisprudencial y doctrinal.

			3 La prevalencia de la política de aguas sobre el planeamiento urbanístico en el ordenamiento español: mecanismos jurídicos concretos

			3.1 La prohibición de prever desarrollos urbanísticos que excedan la capacidad (en cantidad y calidad) de abastecimiento con los recursos hídricos reales y disponibles28

			En 1999, el mismo año en el que desde la UE se elaboraba y difundía la Estrategia Territorial Europea, en España (en paralelo y por propia iniciativa) tenía lugar una trascendente y pionera reforma legislativa fundamental para garantizar la subordinación del planeamiento urbanístico a la política de aguas: el artículo 9 de la Ley 46/1999, de 13 de diciembre, de Modificación de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas.29

			El citado precepto introdujo tres nuevos apartados en el artículo 23 de la LA/1985, hoy, artículo 25 del TRLA/2001.30 Uno de tales apartados es el párrafo cuarto del actual artículo 25 de la TRLA/2001, que establece que: 

			Las Confederaciones Hidrográficas emitirán informe previo, en el plazo y supuestos que reglamentariamente se determinen, sobre los actos y planes que las Comunidades Autónomas hayan de aprobar en el ejercicio de sus competencias, entre otras, en materia de medio ambiente, ordenación del territorio y urbanismo […], siempre que tales actos y planes afecten al régimen y aprovechamiento de las aguas continentales o a los usos permitidos en terrenos de dominio público hidráulico y en sus zonas de servidumbre y policía, teniendo en cuenta a estos efectos lo previsto en la planificación hidráulica y en las planificaciones sectoriales aprobadas por el Gobierno.

			Cuando los actos o planes de las Comunidades Autónomas o de las entidades locales comporten nuevas demandas de recursos hídricos, el informe de la Confederación Hidrográfica se pronunciará expresamente sobre la existencia o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer tales demandas.

			Tal y como está redactado el precepto, su interpretación literal resultaba clara en cuanto al carácter preceptivo pero no vinculante del informe relativo a la existencia de recursos hídricos suficientes.31 Sin embargo, a medida que fue pasando el tiempo, numerosas sentencias del Tribunal Supremo fueron introduciendo y reforzando el carácter vinculante de dicho informe al considerar sistemáticamente la incidencia de otras dos disposiciones legales: el artículo 15.3 del entonces vigente Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo32 (TRLS/2008; hoy derogado y sustituido por el art. 22 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana [TRLS/2015])33 y el apartado 4 de la disposición adicional segunda de la Ley 13/2003, de 23 de mayo, Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas.34 

			El artículo 15.3 del TRLS/2008 (hoy, art. 22 TRLS/2015) establece la necesidad de obtener un informe sobre la existencia de recursos hídricos suficientes para satisfacer las nuevas necesidades y sobre la protección del dominio público hidráulico; el informe deberá recabarse de la Administración competente en materia de recursos hídricos. Además, este informe será determinante para el contenido del informe ambiental, que solo podrá diferir del mismo de forma expresamente justificada. Por su parte, la disposición adicional segunda de la Ley 13/2003 destaca la fuerza vinculante de dicho informe. En numerosas ocasiones, los perjudicados por el informe han buscado en los tribunales la inaplicación de las normas legales referidas, y sus argumentos han sido rechazados de plano por la jurisdicción contencioso-administrativa. Con la normativa vigente y la jurisprudencia al respecto del Tribunal Supremo, hoy no puede caber ninguna duda de que el contenido de dichos informes es vinculante (en lo que se refiere a su contenido preceptivo: la suficiencia de recursos hídricos, no otros aspectos complementarios que puedan eventualmente incluirse); que su existencia no es un mero requisito formal, que no basta con que formalmente se haya emitido e incluido un informe en el expediente, sino que su contenido debe ser suficientemente detallado y preciso como para que su examen permita “concluir que el nuevo desarrollo urbano que con el Plan se pretende tiene garantizado algo tan elemental como es la existencia de recursos hídricos y la disponibilidad de los mismos” (STS 2557/2022).35

			Las características esenciales que la jurisprudencia exige en estos informes del artículo 25.4 del TRLA/2001 se sintetizan en estos párrafos de la STSJ de Canarias (sede de Las Palmas de Gran Canaria) 2309/2020,36 argumentos que el Tribunal Superior confirma en vía de casación y hace suyos en la citada STS 2557/2022 (FFJJ 1.º y 2.º): 

			El artículo 25.4 del Texto Refundido de la Ley de Aguas exige un pronunciamiento expreso sobre la existencia o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer las nuevas demandas de agua, y por tanto, debe pronunciarse explícitamente sobre la suficiencia actual de recursos hídricos existentes y su disponibilidad (STS 11-6- 2015) o, en su defecto, en lo relativo a que el plan no comporta incremento alguno en la demanda de los recursos hídricos (STS de 12-6- 2015: FD 5°) por lo que si se aprueba un plan urbanístico de acuerdo con un informe insuficiente es nulo de pleno derecho por falta manifiesta de contenido (STS de 12-6-2015 FD 8º). Y todas estas circunstancias (que deben contenerse en el Informe de manera clara e indubitada) deben estar acreditadas plenamente y en el momento de aprobación del Plan. Por lo tanto el contenido del preceptivo informe del Consejo Insular de Aguas de Gran Canaria al respecto no debe ser un informe hipotético y/o condicionado a posteriores concreciones y acreditaciones, ni quedar diferido para actuaciones futuras (STS 17-11-2010 , 10-3-2015, 20-7-2015), sino un informe motivado, claro e indubitado que se pronuncie sobre su objeto de presente (actual y no hipotético o de futuro) y con todos los datos en los que se base, acreditados (STS 25-2-2009, 6-7-2009). Por otro lado, debe distinguirse entre la suficiencia/existencia (verificación de la existencia física de los recursos hídricos suficientes) y la disponibilidad de tales recursos (es decir la viabilidad de su obtención y aprovechamientos para el fin que se propone; lo que requiere la concurrencia de un título habilitante para la utilización del recurso: STS 10-3-2015, 17-2-2017). La concurrencia actual de ambos aspectos es necesaria e ineludible así como su oportuna y plena justificación (STS 21-6-2013).

			Por último, en relación con este informe, puede ser interesante dar respuesta a la siguiente cuestión: ¿ese control de suficiencia de recursos hídricos se agota en el momento previo a la aprobación del plan, o se trata de un control continuo que se mantiene vigente a lo largo de toda la vida del plan? Es decir, el control de suficiencia de recursos hídricos ¿es un control estático o dinámico?

			La respuesta es que, en principio, se trata de un control estático (solo se verifica la existencia de recursos hídricos en el momento previo a la aprobación del plan). Ahora bien, dicha (correcta) afirmación puede matizarse en parte debido a la dinámica del modelo de planificación urbanística español, en el que el plan general de cada municipio (sometido a este control estático) debe ser completado o complementado posteriormente con otros instrumentos más detallados cuya aprobación debe también ir precedida de dicho control.

			Así, por ejemplo, imaginemos que en 2024 un municipio español somete a informe de la Confederación Hidrográfica un proyecto de plan general que el único cambio sustancial que prevé sobre el territorio es crear un polígono industrial en cinco hectáreas de suelo que, en el momento de elaborarse el proyecto, son zona (no protegida) de monte y pastos; el plan general es totalmente detallado en lo que afecta al resto del término municipal, pero en lo que se refiere a este cambio sustancial se limita a establecer las líneas generales, el detalle se deja para un momento posterior (esto no es obligatorio que sea así, pero la dinámica de la planificación hace que habitualmente sea así) a través de un plan parcial que afecte exclusivamente a esas cinco hectáreas. Imaginemos que (en este supuesto) existe un acuífero subterráneo cuyos recursos se consideran suficientes para abastecer el futurible polígono; ello justifica que el proyecto de plan general obtenga en 2024 informe favorable, tras lo cual es, acto seguido, aprobado, publicado y entra en vigor. En el año 2026 (siguiendo con el ejemplo), una iniciativa privada está interesada en el desarrollo de esa zona industrial, así que, junto con el Ayuntamiento, promueve un plan parcial para su posterior ejecución. El plan parcial se somete a informe de la Confederación Hidrográfica, pero resulta que la situación ha cambiado, y mucho, respecto a 2024, pues en 2025 un movimiento sísmico afectó al acuífero reduciendo sensiblemente su capacidad (lo mismo puede suceder a más largo plazo, por ejemplo, como consecuencia del cambio climático); este cambio justifica e impone que la Confederación Hidrográfica emita en 2026 un informe desfavorable que impide que el proyecto de plan parcial sea aprobado. ¿Eso significa que la previsión del parque industrial de cinco hectáreas en el plan general ha sido derogada? No, tal previsión sigue en vigor, nadie la ha derogado, pero, mientras no haya agua suficiente (y, en este ejemplo, en 2026 no la hay), el instrumento de planificación complementario (el Plan Parcial) que se necesita para poder materializar las previsiones del Plan General no será jurídicamente posible. En tales condiciones, el municipio tiene dos opciones: una –que, seguramente, no depende de su voluntad–, que acontezca un milagro o una obra hidráulica que lo abastezca del agua necesaria para sostener esas cinco deseadas hectáreas de suelo industrial; otra, modificar su plan general y reducir o eliminar sus previsiones de crecimiento para adaptarlo a su nueva realidad hídrica.

			En consecuencia, la supervisión de la suficiencia de los recursos hídricos que corresponde al informe de los organismos de cuenca es, en principio, “estática”, pero el modelo secuencial de la planificación urbanística española da lugar a que pueda presentar, indirectamente, unos ciertos efectos “dinámicos” que le permitan adaptarse a las circunstancias cambiantes.

			Otra reflexión más al respecto antes de cerrar este apartado. El informe del artículo 25.4 del TRLA/2001, en mi opinión, para cumplir fielmente con la finalidad de asegurar que los nuevos desarrollos y usos previstos por el plan tienen garantizada “la existencia de recursos hídricos y la disponibilidad de los mismos” (STS 2557/2022), debe confeccionarse siempre analizando la posibilidad de aprovechamiento más intensa que pueda derivarse de los contenidos del plan. Y es que las previsiones más genéricas del plan (sobre todo cuando se trata de un plan general que incluye ámbitos cuya ordenación detallada debe ser completada posteriormente con instrumentos de desarrollo (planes parciales, planes especiales de reforma interior...) pueden acabar concretándose de diversas maneras, con diversas intensidades que pueden dar lugar a, dentro de un margen, diversos niveles de nuevas necesidades hídricas. Y el informe debe determinar si hay recursos disponibles para la máxima intensidad posible que, en su caso, pueda derivarse de los contenidos del plan. De no ser así, sucederían dos cosas, y ninguna de ellas deseable. La primera, que, en mi opinión, el informe no satisfaría correctamente su finalidad y podría dejar al plan expuesto a una impugnación contencioso-administrativa por la insuficiencia del propio informe. Y, la segunda, que, en el caso de que las previsiones del plan general se fueran concretando en sucesivos planes parciales (u otros instrumentos de desarrollo), la aprobación y ejecución de los primeros planes parciales podría comprometer tanto los recursos hídricos que al final no quedaran suficientes para que pudieran emitirse informes favorables ni, por tanto, para que pudieran aprobarse válidamente los planes parciales que se pretendiera impulsar en último lugar.

			3.2 La prevalencia (con límites competenciales) de las previsiones de los planes hidrológicos sobre los instrumentos de ordenación urbanística

			Como explicaba Antonio Embid (1990, p. 122):

			La Planificación Hidrológica no es una técnica o institución más dentro de la Ley, sino, al contrario, la segunda gran decisión de la misma –la primera sería la práctica generalización de la institución del dominio público a todas las aguas continentales– y, a la vez, un mecanismo indispensable para la aplicación de la propia legislación de aguas en cuanto que en sus preceptos existen continuas llamadas y remisiones a la Planificación Hidrológica.

			Se ha expuesto, en el anterior apartado de este estudio, cómo el informe del art. 25.4 TRLA/2001 es un instrumento diseñado legal y jurisprudencialmente con una doble finalidad: por un lado, social, cual es garantizar a los futuros usuarios [...] futuros usuarios de futuros desarrollos urbanísticos previstos en el planeamiento (viviendas, establecimientos comerciales e industriales…) que existen recursos hídricos suficientes en calidad y cantidad para atender sus futuras necesidades; y, por otro lado, ambiental, cual es evitar que el desarrollo de las previsiones urbanísticas provoque sobreexplotación y degradación del recurso natural.

			Una vez asegurado, pues, que el crecimiento o transformación urbanística de los asentamientos humanos no va a comprometer los recursos hídricos existentes por encima de su disponibilidad, ya existe uno de los elementos imprescindibles para conseguir credibilidad en las previsiones de la planificación hidrológica. Y es que, si los objetivos generales de la planificación hidrológica (como se establecía en la redacción original de la LA/1985 y, actualmente, en el art. 40 TRLA/2001) son: “conseguir el buen estado y la adecuada protección del dominio público hidráulico y de las aguas objeto de esta ley, la satisfacción de las demandas de agua, el equilibrio y armonización del desarrollo regional y sectorial, incrementando las disponibilidades del recurso, protegiendo su calidad, economizando su empleo y racionalizando sus usos en armonía con el medio ambiente y los demás recursos naturales”, entonces, las previsiones del ya comentado artículo 25.4 del TRLA/2001 son un presupuesto imprescindible.

			Pues bien, si desde el artículo 25.4 del TRLA/2001 y la jurisprudencia al respecto del Tribunal Supremo se impone como límite para el planificador urbanístico la consideración de la realidad física y jurídica de los recursos hídricos existentes en el momento en que se elabora y aprueba el nuevo instrumento urbanístico, puede defenderse que el legislador ha determinado también, como límite para futuros planes urbanísticos, los contenidos jurídicos de los planes hidrológicos preexistentes (siempre y cuando tales contenidos se ciñan competencialmente al ámbito propio que les corresponde).

			Así, en primer lugar, el legislador determina, de una forma clara y decidida, la prevalencia de los planes hidrológicos en lo referente a algunos contenidos concretos: reservas de aguas y terrenos necesarias para actuaciones y obras previstas (párrafo primero del art. 43 TRLA/2001), y la protección especial de determinadas zonas, cuencas o tramos de cuencas, acuíferos o masas de agua por sus características naturales o interés ecológico (párrafo segundo del citado precepto). La prevalencia de estos contenidos se establece de forma indubitada en el párrafo tercero del artículo 43 del TRLA/2001 “Las previsiones de los planes hidrológicos a que se refieren los apartados anteriores deberán ser respetadas en los diferentes instrumentos de ordenación urbanística del territorio”. La redacción de este tercer párrafo parece dar a entender que no solo tales concretos contenidos de los planes hidrológicos vinculan al planificador urbanístico cuando elabore futuros instrumentos de planeamiento, sino que afectan a los planes urbanísticos preexistentes, cuyas previsiones deberán ceder ante estos contenidos concretos de los planes hidrológicos.

			Bien, ¿y qué sucede con los restantes contenidos de los planes hidrológicos? Entiendo que la respuesta a esa pregunta debe partir de la vigente redacción de los artículos 40.1 y 40.237 y de la del primer inciso del artículo 40.4 del TRLA/2001,38 en los que, en mi opinión, se sienta un complejo e interesante juego de equilibrios entre los distintos ámbitos competenciales, así como la necesidad de coordinación de la que hablaba el Tribunal Constitucional en la STC 227/1988; un complejo e interesante juego que se plasma en tres ideas jurídico-positivas.

			La primera es que la planificación hidrológica debe respetar las necesidades reales de agua existentes en el momento en que se elabora. Este es uno de los conceptos plasmados en el artículo 40.1 del TRLA/2001, cuando dice que uno de los objetivos generales de la planificación hidrológica es “la satisfacción de las demandas de agua”. En aplicación de esta idea jurídico-positiva, utilizando como ilustración un ejemplo extremo, un plan hidrológico de cuenca no puede prever el incremento del abastecimiento de agua de una población a costa de la muerte hídrica de otra; es posible que, en tal ejemplo, haya razones que aconsejen una reestructuración territorial y demográfica de las dos poblaciones afectadas, pero tal reestructuración no es competencia del planificador hidrológico.

			La segunda es que la política del agua (y, por tanto, también la planificación hidrológica) “está al servicio de las estrategias y planes sectoriales que sobre los distintos usos establezcan las Administraciones públicas” (art. 40.2 TRLA/2001), lo que hay que entender como que las relaciones de la política de agua con las estrategias y planes sectoriales preexistentes deben ser de colaboración, no de conflicto. Si hay buenas razones para pensar que determinado instrumento sectorial en vigor (por ejemplo, un plan urbanístico) puede desplegar efectos no deseables en términos ambientales o hídricos, habrá que activar mecanismos jurídicos o políticos para corregirlo, pero esa corrección no puede llegar de la mano de un plan hidrológico de cuenca, pues ello podría resultar contrario al artículo 40.2 del TRLA/2001.

			Y la tercera es que los planes hidrológicos (dentro del ámbito competencial que les es propio) son vinculantes (primer inciso del art. 40.4 TRLA/2001); y si lo son, lo son para todos. Lo son, en primer lugar, para todos los sujetos de derecho privado y para los órganos y organismos estatales. Y, en segundo lugar, también lo son para las comunidades autónomas y para los entes locales, aunque, en estos casos, tal previsión legal de vinculación queda supeditada a que los contenidos del plan hidrológico se ajusten correctamente al ámbito competencial que les corresponde a la vista del título VIII CE y de cada estatuto de autonomía; es decir, ese carácter vinculante para el planificador urbanístico (autonómico o local) que puede deducirse del artículo 40.4 del TRLA/2001 no puede interpretarse como una carta blanca que permita afirmarlo, sin más, respecto de cualquier contenido del plan hidrológico.39

			Las ideas expuestas constituyen una interpretación posible de los contenidos del artículo 40 del TRLA/2001 y que evita aparentes contradicciones positivas y parece coherente con el reparto competencial y con la necesidad de coordinación.

			En esta la línea de señalar la prevalencia de la planificación hidrológica sobre el planeamiento urbanístico siempre que la primera no exceda el ámbito competencial que le corresponde, César Tolosa Tribiño (2023, pp. 35-37) explica: 

			Partiendo de las diferencias existentes entre ambos tipos de planificación, la jurisprudencia del Tribunal Supremo se decanta por la subordinación de la planificación urbanística respecto de la planificación hidrológica […], los planes de ordenación del territorio y urbanísticos habrán de adaptarse a las determinaciones de la planificación hidrológica siempre que ésta actúe dentro de su marco competencial [cursiva propia] […]. [Por tanto,] esta subordinación no alcanza a la posibilidad de que los planes hidrológicos invadan competencias claramente urbanísticas, y en este sentido se ha afirmado que un plan hidrológico no puede clasificar ni calificar suelo, es decir, no puede definir el modelo territorial aunque sus previsiones deben ser respetadas por el planificador urbanístico que debe optar por una clasificación y una calificación compatibles con dicha planificación hidrológica, tanto en lo relativo a la protección del dominio público hidráulico como a la existencia de recursos hídricos y la prevención de los riesgos de inundación.40

			4 Consideraciones finales

			En geometría euclidiana, tres puntos –sitúense donde se sitúen en el espacio tridimensional– definen siempre un único plano, y más de tres puntos –salvo que su ubicación en el espacio tridimensional con la intención de encontrarse en el mismo plano sea perfecta– no; por ello, los asientos y las mesas con tres patas nunca cojean, mientras los que tienen cuatro patas cojean o no en función de la calidad de su factura o de su estado de conservación.

			Pues bien (y sin perjuicio de otros elementos complementarios), los tres puntos principales que definen, en el ordenamiento jurídico español, el plano de la coordinación entre política de aguas y planificación urbanística, determinando la subordinación de la segunda a la primera, son: uno, las previsiones legales de zonificación en cuanto a la declaración, delimitación y protección del dominio público hidráulico; dos, el establecimiento como requisito de validez de los instrumentos de planeamiento urbanístico que estos no prevean futuros desarrollos que exijan un suministro hídrico (en cantidad y calidad) por encima de las disponibilidades reales en el momento en que el plan se tramita para su aprobación; y, tres, la prevalencia de la planificación hidrológica (siempre que esta se manifieste dentro de su estricto ámbito competencial) sobre la urbanística.

			El primero de estos puntos de apoyo nació ya maduro con la redacción original de la LA/1985; el segundo se ha ido configurando a partir de 1999 por medio de sucesivos impulsos legislativos y jurisprudenciales; y el tercero ha sido destacado desde la doctrina a la vista tanto de los bloques normativos que regulan la planificación hidráulica y la planificación urbanística como de la aplicación jurisprudencial de los mismos.

			Al día de hoy (tanto desde la perspectiva de las exigencias del principio constitucional implícito del desarrollo sostenible como desde la visión holística del urbanismo ecosistémico, como desde las manifestaciones jurídicas de la política de aguas de la UE), los expuestos tres principales puntos de apoyo de la política de aguas española son tan necesarios como plausibles resultan los impulsos legislativos, jurisprudenciales y doctrinales que han contribuido y siguen contribuyendo a su diseño.
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					1  Este estudio es un resultado del proyecto Pax Natura (ref. 9296138748-138748-4-22), financiado por el Ministerio de Ciencia 
e Innovación

				

				
					2  Como explica Ana Sánchez Lamelas (1999, p. 83), “la antigua consideración del mar como una fuente inagotable de recursos llevaba a la comunidad internacional a prescindir de regular la actividad pesquera y, por tanto, a desconocer las medidas de protección del recurso”. En el mismo sentido, el doctor en Ciencias Náuticas y de la Navegación, Luís Antonio García Martínez, explica que “durante muchísimo tiempo se consideró que los mares eran fuente inagotable de riqueza y que su capacidad de regeneración espontánea era muy superior a nuestra demanda” (García Martínez, 2011); en la misma línea, desde el Instituto Español de Oceanografía, Pereiro (2007, pp. 36-37).

				

				
					3  En el contexto decimonónico, igual que ahora, hubo planteamientos políticos y fundamentos científicos encontrados. Un buen ejemplo lo ofrece el Fishery Congress celebrado en Londres en 1883. En la sesión inaugural participó el biólogo británico Thomas Henry Huxley, quien, por un lado, era inspector de las Pesquerías de Salmón de Inglaterra y Gales y, por ello, impulsor y responsable de la recuperación y conservación de este recurso fluvial; y, por otro, convencido detractor de limitaciones legales a la pesca marítima, por considerarlas innecesarias (Huxley, 1883, pp. 8-19 y 11 y ss.):

					I believe that it may be affirmed with confidence that, in relation to our present modes of fishing, a number of the most important sea fisheries, such as the cod fishery, the herring fishery, and the mackerel fishery, are inexhaustible” (Huxley, 1883, p. 14). [Tras explicar sus razones científicas, continua afirmando que] nothing we do seriously affects the number of the fish. And any attempt to regulate these fisheries seems consequently, from the nature of the case, to be useless” (Huxley, 1883, p. 16), [y concluye que] I think that the man who has made the unnecesary law deserves a heavier punishment than the man who breaks it. 

					No obstante, en el mismo congreso en el que Huxley se pronunciaba en tales términos, también hubo manifestaciones discrepantes, que mostraban más pesimismo en cuanto a los efectos sobre el recurso de la actividad pesquera marítima con las nuevas artes y métodos, y abogaban por la necesidad de establecer limitaciones legales (Lankester, 1883, p. 30 y ss.). Una ilustrativa síntesis de la cuestión pesquera en el derecho administrativo español decimonónico, en la que se explican los planteamientos divergentes de Manuel Colmeiro y Adolfo Posada Herrera, en Sánchez Lamelas (1999, pp. 145-146).

				

				
					4  Entre finales del xix y principios del xx surgen las primeras políticas públicas modernas que, a uno y otro lado del Atlántico, se preocuparon con base científica por la racional explotación y la conservación de los montes, comenzando por los pioneros de la ciencia forestal en la Europa decimonónica (muy especialmente Alemania y, en concreto, Sajonia) y continuando por las ideas y la política forestal de Gifford Pinchot (primer jefe del Servicio Forestal de los Estados Unidos desde 1905 hasta 1910, bajo el mando de T. Roosvelt); al respecto, en general, véanse Gómez (1992, 19 y ss.) y Calvo Sánchez (2001, 19 y ss.); y, en concreto, sobre Gifford Pinchot, Steen (2001).

				

				
					5  El origen de esta política de ensanche se encuentra en la emigración masiva del campo a la ciudad, fruto del fenómeno de la industrialización, lo que, ya avanzado el siglo xix, desborda por completo la capacidad de absorción de las estructuras urbanas de la época. Como explican García de Enterría y Parejo (1981, pp. 43-44): 

					Esta deserción masiva hacia la ciudad se produce sin orden ni concierto; es un fruto más de la ley natural del mercado. Las aglomeraciones se hacen caóticas; surgen suburbios miserables, como un cáncer que rodea el brillante centro de la ciudad, y, a la vez, ciudades industriales enteramente nuevas, al hilo de explotaciones mineras o fabriles puestas en marcha por vez primera.

					Ante esta situación, los poderes públicos se ven obligados a intervenir de forma decidida. Valgan como expresivas del espíritu que se va asentando sobre la esfera urbanística de esta época las siguientes palabras de la exposición a S. M. del Real Decreto de 8 de abril de 1857 (Gaceta de Madrid, núm. 1561, 14.04.1857, pp. 1), por el que se autoriza al Ministro de Fomento para formular un proyecto de ensanche para Madrid:

					Si dejando al interés particular la iniciativa, ó limitándose cuando más á los trabajos del municipio, se abandona, como hasta aquí, al acaso, cuanto se refiere á tan importante cuestión, el ensanche de la capital se llevará a cabo por la fuerza de las circunstancias; pero formándose proyectos aislados en cada extremo de la población, y haciéndose la reforma sin unidad ni concierto, se vendrá á parar á un resultado poco provechoso.

				

				
					6  “Desde la perspectiva jurídica se ha hablado de la ‘ecologización’ del Derecho Administrativo, en cuyas instituciones se advierte una penetración extraordinaria de lo ambiental, modulando nuestras viejas categorías e instrumentos de intervención” (Fanlo Loras, 2017, p. 60).

				

				
					7  Los firmantes de la Carta del Urbanismo Europeo (ECTP-CEU, 2013) manifiestan, en el párrafo 14, que su texto promueve:

					[...] una visión de Europa sobre la base de ciudades y territorios integrados y conectados, con una buena accesibilidad para todos los que viven, trabajan y visitan y que están conectados a escala mundial. Esta visión es la meta a la que nosotros, los urbanistas europeos, estamos comprometidos, una meta que se puede lograr a través de los esfuerzos conjuntos de todos los interesados en el desarrollo y gestión de las áreas urbanas y rurales. 

					Uno de los objetivos de la visión para el futuro de las ciudades y de los territorios plasmados en este documento es: “Integrar los espacios antropizados con los ecosistemas naturales y ambientales” (párrafo 8). Más adelante, en el párrafo 45, se insiste en esa línea explicando que:

					Los vínculos entre las personas y su medio ambiente son fundamentales. Estos vínculos construyen una identidad común y una calidad de vida basado en una herencia cultural y natural compartidos. Esto significa la necesidad de establecer conexiones entre la sanidad, estilo de vida, calidad de vida, el uso sostenible de nuestros ecosistemas, de nuestros paisajes, de nuestras áreas naturales y de nuestra energía. 

				

				
					8  Así se recoge en el FJ 2.º de la Sentencia del Tribunal Constitucional 37/1987, de 26 de marzo de 1987: 

					La Constitución reconoce un derecho a la propiedad privada que se configura y protege, ciertamente, como un haz de facultades individuales sobre las cosas, pero también, y al mismo tiempo, como un conjunto de deberes y obligaciones establecidos, de acuerdo con las Leyes, en atención a valores o intereses de la colectividad, es decir, a la finalidad o utilidad social que cada categoría de bienes objeto de dominio esté llamada a cumplir. […] Utilidad individual y función social definen, por tanto, inescindiblemente el contenido del derecho de propiedad.

					De forma similar, digo, que la función social respecto del derecho de propiedad, el derecho medioambiental, sus limitaciones y principios forman parte esencial e inescindible del derecho urbanístico. Considerar, en el contexto jurídico del siglo xxi, el derecho urbanístico desengranado de los elementos medioambientales desnaturaliza tanto a aquel como considerar el derecho de propiedad al margen de su función social.

				

				
					9  Sentencia del Tribunal Constitucional 102/1995, de 26 de junio de 1995.

				

				
					10  Como explicaba en 2019 el director de la Agencia de Ecología Urbana de Barcelona:

					El Urbanismo Ecosistémico es un instrumento para la planificación de ciudades y metrópolis. Es un instrumento para la regeneración de las ciudades existentes y para los nuevos desarrollos urbanos. Es, seguramente, la herramienta operativa adecuada para la implantación de las agendas urbanas en cualquier parte del mundo. (Rueda-Palenzuela, 2019, p. 724)

					La ciudad, efectivamente, es el punto de partida del urbanismo ecosistémico; la propuesta ahora es extender la potencia de ese originario planteamiento exclusivamente urbano a todo el territorio.

				

				
					11  Esta línea de tendencia evolutiva de la relación entre el urbanismo y el medioambiente que acabo de trazar desde el siglo xix hasta la actualidad (en la que se avanza desde lo exclusivamente urbano a la integridad del territorio, y desde lo medioambiental como un límite externo hasta lo medioambiental como parte integrante de la esencia del urbanismo) no deja de ofrecer un claro símil o parentesco con la línea evolutiva de la conservación de la naturaleza que explica Fernando López Ramón (2019, p. 7): del mero interés en proteger espacios en el xix, pasamos a la planificación de los recursos naturales en el xx y, de ahí, a las redes naturales conectadas entre sí en el xxi.

				

				
					12  Versión consolidada del Tratado de la Unión Europea. (DOUE C, núm.83, 30.03.2010, pp. 13-45). 

				

				
					13  Más información en la ficha temática La política de medio ambiente: principios generales y marco básico.

				

				
					14  Environment action programme to 2030.

				

				
					15  Más información en la ficha temática La protección y la gestión de las aguas.

				

				
					16  Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas. (DOUE L, núm. 327, 22.12.2000, pp. 1-73).

				

				
					17  Prescindo de forma deliberada de incluir en el texto explicaciones complementarias, datos y otros contenidos en relación con la política medioambiental de la UE, con el VIII PMA y con su marco básico sobre protección y gestión de las aguas, pues se trata de información que quienes accedan a este artículo, si lo consideran preciso, pueden de forma fácil, útil y fiable encontrar en las páginas institucionales europeas a las que conducen los links recogidos en el párrafo que da pie a esta nota.

				

				
					18  Basten al respecto las referencias y reflexiones generales contenidas en Martín-Retortillo (2000) o Embid Irujo (2001, 2008).

				

				
					19  Son las dos grandes decisiones teniendo en cuenta no solo su trascendencia, sino su novedad; en la redacción original de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas (LA/1985; BOE, núm. 189, 08.08.1985, pp. 25123-25135) hay otras decisiones también muy relevantes, pero en la medida en que lo que hace en tales casos el legislador no es innovar, sino recoger una tradición jurídica española, no son incorporadas a este selecto grupo de dos; es el caso, por ejemplo, del sistema territorial de gestión por cuencas hidrográficas, cuyos orígenes arrancan del siglo xix, como explica Antonio Fanlo Loras (2009, p. 13):

					La gestión por cuencas hidrográficas es un principio tradicional en España, en cuya aplicación ha sido pionera (en 1865, se crean las Divisiones de Trabajos Hidráulicas, en torno a las principales cuencas hidrográficas; y, en 1926, las Confederaciones Hidrográficas, paradigmático modelo institucional de organización del agua), principio recogido en declaraciones internacionales sobre administración del agua (la más reciente, la Carta de Zaragoza, de 2008).

				

				
					20  Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas. (BOE, núm. 176, 24.07.2001, pp. 26791-26817).

				

				
					21  Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas. (BOE, núm. 189, 08.08.1985, pp. 25123-25135).

				

				
					22  Real Decreto 927/1988, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Administración Pública del Agua y de la Planificación Hidrológica, en desarrollo de los títulos II y III de la Ley de Aguas. (BOE, núm. 209, 31.08.1988, pp. 26412-26425).

				

				
					23  Por el Real Decreto 1383/2009, de 28 de agosto, por el que se determina la Composición, Estructura Orgánica y Funcionamiento del Consejo Nacional del Agua. (BOE, núm. 209, 29.08.2009, pp. 73913-73918).

				

				
					24  La Sentencia del Tribunal Constitucional 227/1988, de 29 de noviembre de 1988, resuelve, acumulados, varios recursos de inconstitucionalidad contra la LA/1985 y varios conflictos de competencias con normas reglamentarias de desarrollo. Sobre los principales mecanismos de coordinación con la ordenación urbanística presentes en la normativa de aguas, véase Escartín Escudé (2013a, pp. 193 y ss.). En general, sobre el necesario equilibrio competencial entre la planificación urbanística y los títulos competenciales que habilitan al Estado a elaborar y aprobar instrumentos de planificación del dominio público (Escartín Escudé, 2013b, pp. 14-19). En general, sobre la necesaria coordinación entre la planificación hidrológica y otras planificaciones sectoriales véanse, con diversos planteamientos, entre otros, Fanlo Loras (1997, 2017) o García Ureta (2006). Sobre cuestiones competenciales en relación con los recursos hídricos compartidos en el contexto internacional (son varias las demarcaciones hidrográficas españolas compartidas con Portugal: Miño, Limia, Duero, Tajo y Guadiana), entre otros, véanse, desde el derecho internacional público, Movilla Pateiro (2014), y, desde el derecho administrativo, Navarro (2019).

				

				
					25  Pueden verse interesantes aproximaciones al contenido de este documento en Mora Aliseda y Pimienta Muñiz (2003) y en Senabre López y Molina Bolaños (2003), entre otros. Y, en concreto, sobre el capítulo 3.4.3, titulado “Gestión de recursos hídricos: un reto particular para el desarrollo territorial”, lo resume César Tolosa Tribiño (2023, pp. 31-32) en las siguientes cuatro ideas: 

					1. En materia de gestión de los recursos hídricos, se establece que la política relativa a las aguas superficiales, y también a las aguas subterráneas, debe coordinarse con la política de desarrollo territorial.

					2. Igualmente, la Estrategia apunta a que una apropiada planificación territorial y de uso del suelo puede ser decisiva para mejorar la calidad del agua.

					3. El agua puede presentar también una amenaza, por lo que la planificación territorial puede contribuir a la protección del hombre y a la disminución de los riesgos de inundación.

					4. La demanda de agua aumenta debido al consumo creciente del uso doméstico, la agricultura y el turismo. En relación con actividades que suponen una elevada demanda de agua, la ordenación del territorio puede contribuir desde el inicio del proceso de planificación a favorecer los usos que consumen menos agua. Para encontrar una solución a estos problemas, será necesario un debate público a gran escala, puesto que solamente la toma de conciencia de la población puede garantizar una utilización sostenible de los recursos hídricos.

				

				
					26  Como se explica en la STC 227/1988, a propósito de los artículos 40 y 38.3 de la LA/1985 (actuales 42 y 40.4 TRLA/2001), en los que se regula el contenido de los planes hidrológicos de cuenca y su carácter vinculante:

					Los planes hidrológicos de cuenca […] comprenden una serie de disposiciones relativas a la protección y aprovechamiento de los recursos hidráulicos (prioridad y compatibilidad de usos, medio ambiente, ordenación del territorio, agricultura y montes, infraestructura, aprovechamientos energéticos, protección civil, etcétera), que inciden en la actividad de diferentes Administraciones públicas -la de las Comunidades Autónomas, en primer lugar, pero también las del Estado y otros entes territoriales e institucionales-, siendo patente tanto su directa relación con la ordenación general de la actividad económica como la obligación de respetarlas que a todas ellas incumbe. Por ello, si hubiera de admitirse que cada Administración puede realizar las actividades de su competencia en régimen de estricta separación, la planificación hidrológica se haría imposible. De donde se sigue que en materia de política hidráulica se acentúa la necesidad de una específica coordinación entre las diferentes Administraciones interesadas; coordinación que, como hemos declarado en anterior ocasión, ”persigue la integración de la diversidad de las partes o subsistemas en el conjunto o sistema, evitando contradicciones o reduciendo disfunciones que, de subsistir, impedirían o dificultarían, respectivamente, la realidad misma del sistema” y que, por lo mismo, “debe ser entendida como la fijación de medios y sistemas de relación que hagan posible la información recíproca, la homogeneidad técnica en determinados aspectos y la acción conjunta de las autoridades (...) estatales y comunitarias en el ejercicio de sus respectivas competencias” (STC 32/1983, de 28 de abril, y en el mismo sentido, SSTC 42/1983, de 20 de mayo: 11/1984, de 2 de febrero; 144/1985, de 25 de octubre, entre otras). Con arreglo a lo dispuesto en el art. 149.1.13.ª de la Constitución en materia de planificación de la actividad económica, la coordinación es competencia del Estado.

				

				
					27  Véanse, también, entre otros, Escartín Escudé (2013a, pp. 208 y ss., 231 y ss. y 238 y ss.).

				

				
					28  Sobre este tema, entre los más recientes, véanse Bustillo Bolado (2018a, 2019), Casado Casado (2015), Iglesias González (2021), Serrano Alberca (2024), Tolosa Tribiño (2023, pp. 48-51).

				

				
					29  Ley 46/1999, de 13 de diciembre, de Modificación de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas. (BOE, núm. 298, 14.12.1999, pp. 43100-43113).

				

				
					30  Artículo luego modificado por la disposición final de la Ley 11/2005, de 22 de junio, por la que se Modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional (BOE, núm. 149, 23.06.2005, pp. 21846-21856).

				

				
					31  Recuérdese que el artículo 80.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (BOE, núm. 236, 02.10.2015, pp. 89343-89410) preceptúa que “salvo disposición expresa en contrario, los informes serán facultativos y no vinculantes”.

				

				
					32  Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de suelo. (BOE, núm. 154, 26.06.2008, pp. 28482-28504).

				

				
					33  Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana. (BOE, núm. 261, 31.10.2015, pp. 103232-103290).

				

				
					34  Ley 13/2003, de 23 de mayo, Reguladora del Contrato de Concesión de Obras Públicas. (BOE, núm. 124, 24.05.2003, pp. 19932-19954).

				

				
					35  Sentencia del Tribunal Supremo 2557/2022 (Sala de lo Contencioso, Sección Quinta), de 16 de junio de 2022 (Recurso 1899/2021).

				

				
					36  Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias 2309/2020 (Sala de lo Contencioso, Sección Segunda), de 16 de diciembre de 2020 (Recurso 27/2016).

				

				
					37  Párrafo introducido en el TRLA/2001 en virtud del artículo 129.18 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social (BOE, núm. 313, 31.12.2003, pp. 46874-46992).

				

				
					38  Artículo 40. Objetivos y criterios de la planificación hidrológica:

					1. La planificación hidrológica tendrá por objetivos generales conseguir el buen estado y la adecuada protección del dominio público hidráulico y de las aguas objeto de esta ley, la satisfacción de las demandas de agua, el equilibrio y armonización del desarrollo regional y sectorial, incrementando las disponibilidades del recurso, protegiendo su calidad, economizando su empleo y racionalizando sus usos en armonía con el medio ambiente y los demás recursos naturales.

					2. La política del agua está al servicio de las estrategias y planes sectoriales que sobre los distintos usos establezcan las Administraciones públicas, sin perjuicio de la gestión racional y sostenible del recurso que debe ser aplicada por el Ministerio de Medio Ambiente, o por las Administraciones hidráulicas competentes, que condicionará toda autorización, concesión o infraestructura futura que se solicite.

					3. […]

					4. Los planes hidrológicos serán públicos y vinculantes […].

				

				
					39  “Los instrumentos de planificación hidrológica prevalecen sobre los instrumentos de planeamiento urbanístico, tanto en cuanto a la determinación de la demanda de agua a satisfacer como en cuanto a la determinación de las reservas existentes que condicionen el desarrollo urbanístico” (Chinchilla Peinado, 2012, pp. 48-49). Señala Ángel Menéndez Rexach (2015, pp. 199-200) que los planes hidrológicos de cuenca:

					[...] no atribuyen un derecho subjetivo a la dotación. La Ley de Aguas establece categóricamente que estos planes no crean por sí solos derechos subjetivos (art. 40.4 del Texto Refundido de 2001). Las dotaciones previstas en ellos son referencias para el cálculo de las demandas de agua, por lo que se pueden y deben invocar en los informes de los Organismos de cuenca sobre la disponibilidad de recursos para nuevos desarrollos urbanos (art. 25.4 de la Ley de Aguas), pero no integran el contenido de un derecho subjetivo.

				

				
					40  Este planteamiento encaja perfectamente con lo que ya en 1990 señalaban José Bermejo Vera (1995, p. 104), Antonio Embid Irujo (1991, pp. 168 y ss.) o María del Carmen Ortiz de Tena (1994, p. 294).
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POLITICA DE AGUAS Y PLANEAMIENTO URBANISTICO

Roberto O. Bustillo Bolado®

Resumen

Tanto en Europa como en nuestro Estado, la politica de aguas tiene por finalidad proteger el agua como recurso para, con
ello, asegurar las necesidades humanas de suministro y el desempeiio de su funcion en los ecosistemas naturales. Pero
ninguna politica ptiblica se basta por si misma para conseguir sus objetivos, pues es necesario articular juridicamente
su relacion con otras politicas y otros sectores del ordenamiento juridico. En este articulo se analizan las relaciones en
Espaiia entre la politica de aguas y el planeamiento urbanistico: en dichas relaciones (aunque presididas por el principio
de coordinacion y el respeto a los ambitos competenciales de todos los niveles de poder territorial del Estado). el principio
constitucional de sostenibilidad, la politica de aguas de la UE y la puesta en valor del urbanismo ecosistémico inclinan
doctrinal y jurisprudencialmente el punto de equilibrio hacia la prevalencia (con matices y limites competenciales) de
los instrumentos juridicos en los que se plasma la politica de aguas.

Palabras clave: agu
desarrollo sostenible.

; politica de aguas: planificacion hidrologica; planeamiento urbanistico; ecosistema urbano;

WATER POLICY AND URBAN PLANNING
Abstract

Both in Europe and in our country, water policy aims to protect water as a resource to ensure human supply needs and
the performance of its function in natural ecosystems. But no public policy is sufficient by itself to achieve its objectives,
since it is necessary to legally articulate its relationship with other policies and other sectors of the legal svstem. This
article analyses the relationships in Spain between water policy and urban planning; in these relationships (although
presided over by the principle of coordination and respect for the areas of competence of all levels of territorial power
of the State), the constitutional principle of sustainability, the EU water policy and the enhancement of ecosystemic
urbanism doctrinally and jurisprudentially tilt the point of balance towards the prevalence (with nuances and competence
limits) of the legal instruments in which water policy is embodied.

Kevwords: water; water policy; hvdrological planning; urban planning; urban ecosystem; sustainable development.
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